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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / DEFECTO SUSTANTIVO / SE PRESENTA POR INTERPRETACIÓN CONTRAEVIDENTE DE LA LEY / CONFRONTACIÓN DE DERECHOS FUNDAMENTALES / ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA Y SALUD / PONDERACIÓN / CURADOR DE AMPARADO POR POBRE.
“La jurisprudencia… ha establecido una serie de situaciones en las que una providencia judicial presenta un defecto sustantivo… (ii) cuando a pesar de la autonomía judicial, la interpretación o aplicación de la norma al caso concreto, no se encuentra, prima facie, dentro del margen de interpretación razonable o “la aplicación final de la regla es inaceptable por tratarse de una interpretación contraevidente (interpretación contra legem) o claramente perjudicial para los intereses legítimos de una de las partes… (vi) cuando la decisión se funda en una hermenéutica no sistémica de la norma, con omisión del análisis de otras disposiciones que regulan el caso” (…)
En este caso… a juicio de la Sala, los autos cuestionados contrarían los postulados de una interpretación razonable y se echa al olvido, ante el vacío normativo del estatuto procesal que no regula el tema del relevo o reemplazo del auxiliar de la justicia, la posibilidad que se tiene de acudir a otras normas que resuelven con suficiencia la coyuntura, cuya aplicación garantiza la protección de los derechos derechos fundamentales invocados, verbo y gracia, el Código Disciplinario del Abogado, estatuto idóneo para orientar una decisión mucho más ajustada al debate y sus intervinientes y, de contera, armoniosa con los lineamientos constitucionales. 

En efecto, con lo que hasta aquí se conoce, se revela que, en este concreto asunto, la posición que asumió el Juzgado encartado en torno a la designación en amparo de pobreza del citado togado, pone en contienda dos derechos de consagración constitucional, el acceso a la administración de justicia (art. 229 C.N.), del que es titular el señor Roselviar Antonio González Muñetón, y la salud (art. 49 C.N.), del que es titular el abogado…
Es imposible soslayar el peligro que advierte el facultativo y, por tanto, es visible también el riesgo que soporta el derecho a la salud del accionante, cuando se enfrenta a factores estresores.  

Ahora, son escasos los indicios que permitan inferir, que efectivamente el señor Roselviar Antonio González Muñetón es una persona conflictiva y que ha tenido marcadas diferencias con el abogado, sin embargo lo que si se revela como cierto, es que él en ningún momento contrarió las afirmaciones que en tal sentido elevó el accionante; de hecho, se limitó en su intervención a solicitar que se le mande al Juez nombrarle otro apoderado judicial. 

Con lo cual, no desborda la lógica pensar que él tampoco se encuentra a gusto con la designación, circunstancia que puede derivar en la “exposición a factores estresores ambientales como los propios de su trabajo” que puedan “acarrearle (al abogado) un deterioro severo e irreversible de su salud y su condición clínica global, empeorando su pronóstico.”, siguiendo las líneas del facultativo.
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Acta No. 399 de octubre 11 de 2018
Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Hernán Cortés Correa contra el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas - Risaralda, a la que fue citado Roselviar Antonio González Muñetón. 
ANTECEDENTES

Hernán Cortés Correa, actuando en su propio nombre, presentó esta acción de tutela en contra del Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, por la presunta violación de sus derechos fundamentales a la salud y a la dignidad humana.
Expuso que el 18 de abril del año que avanza, el Juzgado encartado lo designó como apoderado en amparo de pobreza del señor Roselviar Antonio González Muñetón, para adelantar un proceso de “reembolso de mejoras”.
Luego de aceptar el llamamiento y encontrarse con el solicitante, acudió con él al Juzgado Tercero Civil Municipal de Dosquebradas con el fin de revisar el proceso reivindicatorio relacionado con las mejoras pretendidas, a consecuencia de lo cual le sugirió ir a la finca para visualizar el estado actual de las mismas, habida cuenta de que el dictamen realizado por el perito no fue de su agrado y le reprochaba al abogado que en amparo de pobreza lo representó en el juicio, haber omitido su objeción. 
Explica que también hizo malos comentarios de otro colega suyo que, también en ejercicio de amparo de pobreza, lo asesoró en un proceso ordinario laboral, de él dijo que había sido negligente en su defensa profesional. 

Luego, de otra entrevista que tuvo con el señor González Muñetón, destaca que: (i) le manifestó que era su deber representarlo en una diligencia policiva que en su contra, se iba a adelantar el día 14 de agosto en las horas de la mañana; (ii) que, para superar esa situación, debía formular una acción de tutela por violación al debido proceso; (iii) y le exigió que la demanda de reconocimiento de mejoras debía presentarla a más tardar el 10 de agosto. 
Frente a tales exigencias le explicó que su obligación era solamente iniciar el trámite de reconocimiento de mejoras, la designación no lo obligaba a representarlo en el trámite policivo, ni para impetrar en su nombre acciones de tutela y que frente al requerimiento para dar inicio a la demanda de reconocimiento de mejoras, le explicó que eso era imposible hasta tanto se agotara la conciliación, es decir el requisito de procedibilidad de este tipo de trámites, además de la realización de un peritaje que tiene un costo significativo, sin saber si estaba en condiciones de asumirlo.
Expone que ha tenido conflictos con su prohijado, porque le ha dejado claro que no es su deseo representarlo, por su notable y evidente carácter conflictivo, por lo mismo, y por motivos de salud, le solicitó al Juzgado que lo relevara del cargo.

Con auto del 14 de agosto la solicitud fue denegada, comoquiera que no cumplía con los requisitos previstos en el inciso 3° del artículo 154 del Código General del Proceso; el proveído fue recurrido sin obtener resultados favorables. 
En relación con el derecho fundamental a la salud, trajo a cuento afecciones coronarias que padece y para cuyo tratamiento requiere reducir al máximo su ritmo laboral y la exposición a niveles altos de estrés; aportó historia clínica y conceptos de facultativos para el efecto.  

Denunció que la decisión del juzgado de mantenerlo en la designación, por demás exégeta y apartada de los postulados del estatuto de ética del abogado y principios constitucionales, atenta también contra su derecho fundamental a la dignidad humana, habida cuenta de que está en contravía de su autonomía e independencia profesional, insistió que tiene como principio o política de contratación, jamás llevar un asunto a un cliente que haga comentarios peyorativos, injuriosos o denigrantes de su anterior abogado.  
Por último informó que ante su inconformidad ya conocida por el amparado en pobre, este le sugirió que renunciara a la designación.
Como pretensiones solicitó, en consecuencia, dejar sin efectos las decisiones que lo mantuvieron en la designación y ordenarle al Juzgado nombrarle al solicitante otro apoderado judicial en amparo de pobreza. 

El Juez Civil del Circuito de Dosquebradas-Risaralda, hizo prevalecer el derecho fundamental al acceso la administración de justicia que le asiste al señor Roselviar Antonio González Muletón; desestimó la conculcación los derechos fundamentales del actor y llamó la atención sobre la posibilidad de que, aceptándose la excusa al abogado, haría carrera entre los litigantes la posibilidad de exonerarse de las designaciones (f. 45).  
El coadyuvante Roselviar Antonio González Muñetón, solicitó al funcionario accionado nombrarle otro abogado en amparo de pobreza (f. 52).
CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares (art. 86 C.N.).
Acude el abogado Hernán Cortés Correa a este amparo constitucional, como consecuencia de la designación que le hizo el Juzgado accionado para que representara en amparo de pobreza a Roselviar Antonio González Muñetón, en un proceso de “reembolso de mejoras”, con quien, dijo, ha tenido conflictos que violentan sus derechos fundamentales a la salud y a la dignidad humana.




Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU-222 de 2016, SU573 de 2017 y SU004 de 2018, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental HYPERLINK "http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/SU222-16.htm" \l "_ftn82" \o ""  o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; HYPERLINK "http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/SU222-16.htm" \l "_ftn86" \o ""  y (vii) violación directa a la constitución. 





En este asunto, pueden darse por superados los presupuestos generales, como quiera que se aduce la vulneración, entre otros, de los derechos fundamentales a la salud, la dignidad humana y en últimas, al debido proceso; contra la decisión cuestionada, se hizo uso del recurso de reposición, único procedente en el caso que se analiza; se cumple el principio de inmediatez, ya que los autos cuestionados datan del 14 de agosto y del 4 de septiembre último; si se advirtiera la irregularidad que le achaca el demandante al funcionario, aquella podría incidir en la decisión que en definitiva se tome, en relación con la designación en amparo de pobreza que se reprocha; se identifica razonablemente en qué consiste la trasgresión, y no se trata de una providencia dictada dentro de una acción de tutela. 





Lo que sigue, en consecuencia es verificar la posible incursión, por parte del Juzgado, en un defecto sustantivo, según lo que se comprende de la crítica que expone el demandante.




Sobre ese error, en la sentencia SU-050 de 2017, se recordó que: 

La jurisprudencia de esta Corporación
 ha establecido una serie de situaciones en las que una providencia judicial presenta un defecto sustantivo. Estos eventos fueron enunciados de manera reciente en la sentencia T-344 de 2015
 así: “(i) cuando la decisión judicial se basa en una norma que no es aplicable, porque a) no es pertinente
, b) ha sido derogada y por tanto perdió vigencia
, c) es inexistente
, d) ha sido declarada contraria a la Constitución
, e) a pesar de que la norma cuestionada está vigente y es constitucional, no se adecua a la situación fáctica a la cual se aplicó, porque la norma utilizada, por ejemplo, se le dan efectos distintos a los señalados expresamente por el legislador
; (ii) cuando a pesar de la autonomía judicial, la interpretación o aplicación de la norma al caso concreto, no se encuentra, prima facie, dentro del margen de interpretación razonable
 o “la aplicación final de la regla es inaceptable por tratarse de una interpretación contraevidente (interpretación contra legem) o claramente perjudicial para los intereses legítimos de una de las partes”
 o cuando se aplica una norma jurídica de forma manifiestamente errada, sacando de los parámetros de la juridicidad y de la interpretación jurídica aceptable la decisión judicial; (iii) cuando no se toman en cuenta sentencias que han definido su alcance con efectos erga omnes
, (iv) cuando la disposición aplicada se torna injustificadamente regresiva
 o contraria a la Constitución
; (v) cuando un poder concedido al juez por el ordenamiento jurídico se utiliza “para un fin no previsto en la disposición”
; (vi) cuando la decisión se funda en una hermenéutica no sistémica de la norma, con omisión del análisis de otras disposiciones que regulan el caso
 o (vii) cuando se desconoce la norma constitucional o legal aplicable al caso concreto
. Existe defecto sustantivo igualmente cuando (viii) la decisión no está justificada en forma suficiente
 de tal manera que se afectan derechos fundamentales
; (ix) cuando sin un mínimo de argumentación se desconoce el precedente judicial
 y, (x) cuando el juez no aplica la excepción de inconstitucionalidad frente a una manifiesta violación de la Constitución
. (Se destaca)

Las normas que en este caso han de tenerse en cuenta, del Código General del Proceso, son: 

Artículo 151. (Procedencia) Se concederá el amparo de pobreza a la persona que no se halle en capacidad de atender los gastos del proceso sin menoscabo de lo necesario para su propia subsistencia y la de las personas a quienes por ley debe alimentos, salvo cuando pretenda hacer valer un derecho litigioso a título oneroso.

Artículo 154. (Efectos)

(…)

En la providencia que conceda el amparo el juez designará el apoderado que represente en el proceso al amparado, en la forma prevista para los curadores ad lítem, salvo que aquel lo haya designado por su cuenta.
El cargo de apoderado será de forzoso desempeño y el designado deberá manifestar su aceptación o presentar prueba del motivo que justifique su rechazo, dentro de los tres (3) días siguientes a la comunicación de la designación; si no lo hiciere, incurrirá en falta a la debida diligencia profesional, será excluido de toda lista en la que sea requisito ser abogado y sancionado con multa de cinco (5) a diez (10) salarios mínimos legales mensuales vigentes (smlmv).





En lo que toca con la naturaleza de los cargos de los auxiliares de la justicia el mismo estatuto dispone: 





ARTÍCULO 47. NATURALEZA DE LOS CARGOS. Los cargos de auxiliares de la justicia son oficios públicos ocasionales que deben ser desempeñados por personas idóneas, imparciales, de conducta intachable y excelente reputación. Para cada oficio se requerirá idoneidad y experiencia en la respectiva materia y, cuando fuere el caso, garantía de su responsabilidad y cumplimiento. Se exigirá al auxiliar de la justicia tener vigente la licencia, matrícula o tarjeta profesional expedida por el órgano competente que la ley disponga, según la profesión, arte o actividad necesarios en el asunto en que deba actuar, cuando fuere el caso.

(…)





ARTÍCULO 48. DESIGNACIÓN. Para la designación de los auxiliares de la justicia se observarán las siguientes reglas:





(…)





7. La designación del curador ad lítem recaerá en un abogado que ejerza habitualmente la profesión, quien desempeñará el cargo en forma gratuita como defensor de oficio. El nombramiento es de forzosa aceptación, salvo que el designado acredite estar actuando en más de cinco (5) procesos como defensor de oficio. En consecuencia, el designado deberá concurrir inmediatamente a asumir el cargo, so pena de las sanciones disciplinarias a que hubiere lugar, para lo cual se compulsarán copias a la autoridad competente.





A su turno, y por la calidad del accionante, debe traerse al debate lo establecido en el Código Disciplinario del Abogado (Ley 1123 de 2007):




Artículo 28. (Deberes Profesionales Del Abogado) Son deberes del abogado:





(…)





21. Aceptar y desempeñar las designaciones como defensor de oficio. Sólo podrá excusarse por enfermedad grave, incompatibilidad de intereses, ser servidor público, o tener a su cargo tres (3) o más defensas de oficio, o que exista una razón que a juicio del funcionario de conocimiento pueda incidir negativamente en la defensa del imputado o resultar violatoria de los derechos fundamentales de la persona designada. (se destaca).




En este caso, los resaltados cobran particular importancia porque, a juicio de la Sala, los autos cuestionados contrarían los postulados de una interpretación razonable y se echa al olvido, ante el vacío normativo del estatuto procesal que no regula el tema del relevo o reemplazo del auxiliar de la justicia, la posibilidad que se tiene de acudir a otras normas que resuelven con suficiencia la coyuntura, cuya aplicación garantiza la protección de los derechos fundamentales invocados, verbo y gracia, el Código Disciplinario del Abogado, estatuto idóneo para orientar una decisión mucho más ajustada al debate y sus intervinientes y, de contera, armoniosa con los lineamientos constitucionales. 





En efecto, con lo que hasta aquí se conoce, se revela que, en este concreto asunto, la posición que asumió el Juzgado encartado en torno a la designación en amparo de pobreza del citado togado, pone en contienda dos derechos de consagración constitucional, el acceso a la administración de justicia (art. 229 C.N.), del que es titular el señor Roselviar Antonio González Muñetón, y la salud (art. 49 C.N.), del que es titular el abogado Hernán Cortés Correa; como así es, debe recordarse lo que desde antaño tiene dicho la Jurisprudencia de la Corte Constitucional
, cuando ante el juez de tutela se presenta esta particular situación:





El ejercicio de los derechos plantea conflictos cuya solución hace necesaria la armonización concreta de las normas constitucionales enfrentadas. El principio de armonización concreta impide que se busque la efectividad de un derecho mediante el sacrificio o restricción de otro. De conformidad con este principio, el intérprete debe resolver las colisiones entre bienes jurídicos, de forma que se maximice la efectividad de cada uno de ellos. La colisión de derechos no debe, por lo tanto, resolverse mediante una ponderación superficial o una prelación abstracta de uno de los bienes jurídicos en conflicto. Esta ponderación exige tener en cuenta los diversos bienes e intereses en juego y propender su armonización en la situación concreta, como momento previo y necesario a cualquier jerarquización o prevalencia de una norma constitucional sobre otra. El principio de armonización concreta implica la mutua delimitación de los bienes contrapuestos, mediante la concordancia práctica de las respectivas normas constitucionales, de modo que se asegure su máxima efectividad. 




(…)





En el caso de colisión entre derechos constitucionales, corresponde al juez llevar a cabo la respectiva ponderación. Mediante ésta, se busca un equilibrio práctico entre las necesidades de los titulares de los derechos enfrentados. La consagración positiva del deber de respetar los derechos ajenos y no abusar de los propios, elevó a rango constitucional la auto-contención de la persona en el ejercicio de sus derechos. La eficacia constitucional de este deber, en consecuencia, exige de los sujetos jurídicos un ejercicio responsable, razonable y reflexivo de sus derechos, atendiendo a los derechos y necesidades de las demás y de la colectividad. (Se destaca)




Y recientemente, la misma Corporación, reitera y aclara
:


5.    Ponderación entre los niveles razonables de satisfacción de los derechos fundamentales

  
108.    Tradicionalmente, la jurisprudencia constitucional ha aplicado la ponderación para solucionar colisiones entre derechos y principios fundamentales. Esta metodología debe ser utilizada por el juez constitucional para resolver casos relacionados con la faceta prestacional de los derechos fundamentales, como, por ejemplo, los derechos a la igualdad, al libre desarrollo de la personalidad y la intimidad. También para estos casos, la ponderación se ofrece como un criterio metodológico racional que permite analizar la relación entre las libertades fundamentales y sus posibles limitaciones.

  
109.    Analizar la faceta prestacional de los derechos, por lo general, implica la existencia de una posición jurídica, en la que el titular del derecho exige que el obligado realice una determinada acción, a efectos de alcanzar un determinado nivel de satisfacción del derecho (nivel de satisfacción pretendido). En estos términos, la ponderación no se puede estudiar, simplemente, como una colisión de derechos, sino que implica que el juez constitucional deba ponderar entre distintos niveles razonables de satisfacción de los derechos. (Se destaca)




Antes de confrontar los citados derechos, hay que decir que, pese a que el libelista denunció violentada su dignidad humana, en consideración a que la designación se opone a su “autonomía e independencia profesional” entre cuyos principios se encuentra “jamás llevarle un asunto a un cliente que entra a su oficina haciéndole cometarios, peyorativos, injuriosos o denigrantes de su anterior abogado”; tal prerrogativa, a juicio de la Sala, no se encuentra conculcada.





Fácil se arriba a esa conclusión, porque es notorio el yerro en que se fundamenta el discurso que por esa senda esgrime; incorrectamente asienta como premisa, la idea de que el señor Roselviar Antonio González Muñetón es su cliente y como tal le enrostra los desaires contra sus colegas.  Sin embargo, pasa por alto que la asesoría que de él se exige, obedece a una designación legal, con matiz constitucional, estrictamente ligada con una función social propia del oficio que desempeña. La jurisprudencia constitucional explica:




En efecto, si conforme al artículo 95-7 de la Carta Política, es deber cívico de todo ciudadano "Colaborar para el buen funcionamiento de la administración de justicia", con mayor razón lo es del abogado, quien dada su misión de "defender en justicia los derechos de la sociedad y de los particulares", tiene además una labor social que cumplir, la cual fue definida por el legislador así: "la abogacía tiene como función social la de colaborar con las autoridades en la conservación y perfeccionamiento del orden jurídico del país, y en la realización de una recta y cumplida administración de justicia" (arts. 1 y 2 decreto 196/71).
  (Se destaca)




Y también:





La íntima relación existente entre la figura del amparo de pobreza y el derecho de acceder a la administración de justicia ha sido reconocida de manera uniforme por la Corte Constitucional, en varios pronunciamientos, por ejemplo al destacar que la disponibilidad del amparo de pobreza hace que no pueda hablarse de falta de acceso a la administración de justicia, en el caso de personas que carecen de medios económicos suficientes para atender los gastos que demanda el proceso en que tienen interés. El amparo de pobreza es entonces una medida correctiva y equilibrante, que dentro del marco de la Constitución y la ley busca garantizar la igualdad en situaciones que originalmente eran de desigualdad. Supone entonces un beneficio, que bien puede concederse a una sola de las partes, naturalmente aquella que lo necesita. Por igual motivo, este amparo no debe otorgarse al sujeto procesal que no se encuentre en la situación de hecho que esta institución busca corregir. Así pues, la figura del amparo de pobreza persigue una finalidad constitucionalmente válida, cual es facilitar el acceso de todas las personas a la administración de justicia
. (Se destaca).




La teleología del amparo de pobreza se sobrepone a la complacencia que al abogado le genere el amparado; la relevancia que tiene el acceso a la administración de justicia le impone al jurista, en ejercicio de su función pública y social, conceder y tolerar desavenencias como las denunciadas en este amparo. No se olvide que “La abogacía es una ardua fatiga puesta al servicio de la justicia”
.




Así que, si bien la Sala exalta el respeto que exhibe el togado hacia este oficio y sus colegas, ello le permitirá reservarse la libertad de elegir el cliente con el cual trabajar; pero, vedada tiene tal discrecionalidad cuando asiste al llamamiento que la justicia le hace y que, en principio, está obligado a aceptar.    





Así que lo que queda pendiente por resolver, es la confrontación entre los derechos al acceso a la administración de justicia y a la salud de los que son titulares los interesados en este asunto, ambos en riesgo. 




En efecto, el señor González Muñetón solicitó un amparo de pobreza para iniciar un proceso de reconocimiento de mejoras; a ello accedió el funcionario encartado y, en consecuencia, nombró al abogado Hernán Cortés Correa quien, sobrevinientemente, con fundamento en problemas de orden personal y de salud, se rehúsa a continuar con la asesoría.




En ese escenario ya es tangible la amenaza en el que se encuentra el derecho que tiene el señor González Muñetón de acceder al servicio público de administración de justicia.





Ahora, en lo que toca con el riesgo en que se encuentra el derecho a la salud del abogado Cortés Correa, se allegó un diagnóstico en el que puede leerse que:  





El suscrito Médico Internista Tratante certifica que el paciente en mención, de 58 años de edad, identificado con cédula de ciudadanía número 10100007, de Salud Total EPS, de ocupación Abogado y Docente de Unilibre, sufre de enfermedad coronaria isquémica severa con revascularización pecutánea y portador de stent medicado y marcapaso bicameral definitivo por bloqueo aurículoventricular completo, ambos en marzo de 2016, sufrió infarto de miocardio en agosto de 2014 e infarto de miocardio tipo 1 en marzo de 2016, por lo cual actualmente padece insuficiencia cardiaca crónica estadio B con función sistólica conservada y leve compromiso de su capacidad funcional, con clase funcional l-il de la New York Heart Association; dislipidemia controlada; síndrome de apnea del sueño severa diagnosticada por polisomnografía en 2014; con marcado estrés psicosocial.

Su tratamiento actual incluye manejo farmacológico, controles clínicos especializados y paraclínicos; intervenciones terapéuticas de estilo de vida y recomendaciones sobre reducción de la carga laboral y evitar exposición a factores estresores ambientales como los propios de su trabajo, dado que ello puede acarrearle un deterioro severo e irreversible de su salud y su condición clínica global, empeorando su pronóstico. El estrés psicosocial se considera actualmente un factor de riesgo cardiovascular de primer orden. Por lo tanto, se recomienda, con respaldo en la evidencia médica referida, que el paciente evite exposición a factores estresores que puedan exacerbar su condición médica y elevar su riesgo cardiovascular, que ya es muy alto (f. 41).




Es imposible soslayar el peligro que advierte el facultativo y, por tanto, es visible también el riesgo que soporta el derecho a la salud del accionante, cuando se enfrenta a factores estresores.  




Ahora, son escasos los indicios que permitan inferir, que efectivamente el señor Roselviar Antonio González Muñetón es una persona conflictiva y que ha tenido marcadas diferencias con el abogado, sin embargo lo que si se revela como cierto, es que él en ningún momento contrarió las afirmaciones que en tal sentido elevó el accionante; de hecho, se limitó en su intervención a solicitar que se le mande al Juez nombrarle otro apoderado judicial. 





Con lo cual, no desborda la lógica pensar que él tampoco se encuentra a gusto con la designación, circunstancia que puede derivar en la “exposición a factores estresores ambientales como los propios de su trabajo” que puedan “acarrearle (al abogado) un deterioro severo e irreversible de su salud y su condición clínica global, empeorando su pronóstico.”, siguiendo las líneas del facultativo. 




Afortunadamente, con vista en la jurisprudencia trascrita, se avizora simple la resolución del litigio; así se afirma porque con las resultas de la ponderación no terminará sacrificado ninguno de los derechos en contienda.




Solo piénsese que, al ordenarle al funcionario accionado reemplazar el apoderado en amparo de pobreza del señor Roselviar Antonio González Muñetón, se elimina el riesgo en que podría encontrarse el derecho fundamental a la salud del togado y, al mismo tiempo, permanece incólume el derecho que tiene el solicitante de acceder a la administración de justicia, así queda resuelta la colisión y se maximiza la efectividad de cada uno de los bienes jurídicos traídos al debate. 





Adicionalmente luce razonable y práctica la decisión, sobre todo porque, quedan satisfechas las necesidades, llámense pretensiones, de los intervinientes, quienes al unísono exigen el nombramiento de otro apoderado judicial. 





Y no se piense que con esto se abre la puerta para que quienes auxilian a la justicia le hagan el esguince a las designaciones que en autos se realicen; al contrario, con esto quedan expuestas las particulares y extremas condiciones que deben acreditarse para que un abogado pueda exonerarse del llamado que la sociedad le hace, para que cumpla a cabalidad con la función social. 





Así puestas las cosas, se concederá el amparo y se le ordenará al funcionario que proceda a la designación de un nuevo apoderado en amparo de pobreza que represente los intereses del señor González Muñetón. 
 



DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONCEDE el amparo solicitado por Hernán Cortés Correa, frente al Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas Risaralda. 
Como consecuencia de ello, se dejan sin efectos las actuaciones surtidas a partir, inclusive, del auto fechado a 14 de agosto de 2018, para que en un término que no supere las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia, proceda el Juzgado a relevar del cargo en el que fue nombrado el accionante en el proceso 2018-00005-00; en el mismo proveído designará otro abogado que represente en amparo de pobreza al señor Roselviar Antonio González Muñetón.  





Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión. A su regreso, archívese.
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                           DUBERNEY GRISALES HERRERA 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 


           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 


Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo


Pereira, abril veinticuatro de dos mil dieciocho

Expedientes 66001-22-13-000-2018-00154-00 


Acta No. 126 de abril 24 de 2018

Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Uner Augusto Becerra Largo contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, a la que fueron vinculados el agente del Ministerio Público local y la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda. 


ANTECEDENTES


Uner Augusto Becerra Largo, actuando en su propio nombre, presentó sendas acciones de tutela por la presunta violación de sus derechos “art 13, 83, 29 CN, entre otros”. 


Expuso que presentó una acción popular ante el despacho accionado, radicada con el número “2018-81”, donde transcurrieron 3 días sin que se profiriera auto alguno.  

Como consecuencia de ello, solicitó que “Se ORDENE inmediatamente a la Juez q cumpla términos perentorios pa admitir o rechazar la acción” “Se ordene a la tutelada que inmediata/ admita la acción” (sic) y que aporte copia de unos proveídos de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia. 


Con auto del 11 de abril se le dio impulso al trámite con las mencionadas citaciones y se ordenó al juzgado encartado la remisión de las piezas procesales que estimara pertinentes para resolver la acción de tutela. 


El Procurador regional de Risaralda explicó que la función como ente de control, está dirigida a la protección de los derechos e intereses colectivos conforme a su estructura administrativa desconcentrada, por lo que la respectiva Procuraduría regional o provincial estará al tanto de la eventual audiencia de pacto de cumplimiento que se lleve a cabo en el trámite de la acción popular. 

La funcionaria indicó que el día 5 de abril recibió la demanda a la que hace referencia el demandante y mediante providencia del 10 siguiente, la rechazó por incompetencia; adicionalmente, remitió copias de las respectivas actuaciones.

CONSIDERACIONES


La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.


Pese a que las pretensiones son confusas, entiende la Sala que se acude en procura de la protección de los derechos arriba señalados, bajo la premisa de que el juzgado encartado omite proferir auto que resuelva sobre la admisión o inadmisión de la acción popular “2018-81”. 

  
De acuerdo con la información suministrada por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, es claro que el amparo propuesto está llamado al fracaso, ya que si una acción de esta estirpe tiene como objetivo la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando se vean resquebrajados por acciones u omisiones de parte de quien se demanda, en este casosno hay de dónde colegir una situación semejante, por cuanto de lo que se duele el accionante es de que el juzgado se niega a darle trámite a la acción popular señalada, situación que no corresponde a la realidad.


 



En efecto, el despacho judicial informó y demostró que sí le dio impulso a la demanda, lo que ocurre es que la rechazó por falta de competencia (f. 12) y la remitió a la ciudad de Bogotá, donde debe surtirse el trámite siguiente. Además, lo hizo dentro de los tres días hábiles de que se duele el accionante, si bien se radicó la solicitud el 5 de abril pasado y el 10 ya se había proferido el auto respectivo. . 

  



Surge, entonces, que los hechos plasmados en la acción de tutela, de los que se hace derivar la trasgresión alegada, son inexistentes, por lo que se negará la protección invocada.


                       
 
Se absolverá a las demás entidades involucradas, por no hallarse de su parte vulneración alguna frente a los derechos señalados.

DECISIÓN


En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, se NIEGA el amparo impetrado por Uner Augusto Becerra Largo contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal. 

Se absuelve a las demás entidades involucradas.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.


A su regreso, archívese el expediente.


Los Magistrados,


JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO


CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA  

3




